Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador Nelson Ávila, que MODIFICA EL CÓDIGO PENAL Y EL CÓDIGO SANITARIO EN LA MATERIA QUE INDICA.
Honorable Senado:

La salud sexual está íntimamente imbricada en los Derechos Humanos. Como tal, pertenece a la dimensión de salud global de hombres y mujeres de todas las edades. El consenso acerca de su importancia es reciente y ello se debe al progreso científico y médico registrado en las últimas cuatro décadas. 

Los descubrimientos clínicos han permitido avanzar desde un enfoque radicado en la  dimensión reproductora de la mujer, hacia otro que consagra su autonomía en el plano de la  sexualidad y reproducción.
Desde esta perspectiva, la reproducción comienza a ser un asunto de interés para las políticas públicas de los Estados, porque incide en ámbitos tradicionalmente no abordados con anterioridad.
De este modo, en el concierto internacional se consagra la superioridad del mencionado derecho por sobre la función sexual y reproductiva. Al efecto, la Conferencia Internacional de Derechos Humanos de Teherán (1968), la Conferencia Mundial de Población de Bucarest (1974), la Conferencia Mundial del Año internacional de la Mujer (1975), así como la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (1979) y la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena (1993), refuerzan y refrendan la elección libre, soberana y autónoma de la mujer sobre sus derechos reproductivos.

En este contexto, Chile se ha comprometido como país signatario de los anteriores acuerdos y convenciones a respetar y promover esos derechos en nuestra legislación interna. Ello, obliga al Estado a incorporar la diversidad de opciones en materia de sexualidad y reproducción, independiente de los aspectos valóricos que puedan estar comprometidos. 

En la adecuación de nuestro sistema jurídico, uno de los aspectos más críticos se refiere a la legislación que sanciona y tipifica como delito cualquier tipo de aborto en Chile. 

En contraposición, el aborto como instrumento de control de la natalidad, representaría una causa de la mortalidad maternal muy fácil de revertir por las autoridades de salud pública, sobre todo, para enfrentar los casos constatados  en recintos ilegales con condiciones insalubres, los cuales según fuentes extraoficiales llegarían a una cifra de  160.000 abortos anuales.

A mayor abundamiento, la Declaración de OSLO, adoptada por la 24a Asamblea Médica Mundial, en agosto de 1970 y, posteriormente, enmendada en octubre de 1983, por la 35a Asamblea Médica Mundial, indica que es deber del médico asegurar la protección de sus pacientes y defender los derechos de éstos a todo evento. En los países donde la ley permite el aborto terapéutico, esta acción debe ser ejecutada por un médico y en un lugar aprobado por las autoridades competentes.
En nuestra realidad local, el aborto significa dar muerte al producto de la concepción, quedando expresamente penalizado en los respectivos artículos del Código Penal, sin  que se establezca una diferencia acerca de las posibles causas o razones. Esta regulación sanciona por igual a la mujer que se provoque un aborto o consienta en que otro se lo cause y, al tercero que ejecuta dichas acciones.
Hay patologías que pueden poner en riesgo la vida de la madre, a saber, rotura de bolsa amniótica, infección del huevo o la sepsis materna, embarazo ectópico tubario u ovárico, enfermedades trofoblásticas como la mola, síndrome trombocitopénico trombótico, embolia amniótica pulmonar, hipertensión portal. Sin embargo, Chile continúa siendo uno de los cinco países de la región donde se penaliza el aborto en cualquiera de sus circunstancias
.

Claramente, la norma citada no refleja el bien social que intenta resguardar. La reproducción como objeto  de derechos ha quedado claramente graficada en diversas encuestas y estudios de opinión que señalan que más del 66% de los chilenos piensa que debe existir una ley de aborto para casos médicamente justificados; un 58% para los casos de violación y un 56% por malformación del feto con peligro de muerte en su nacimiento
.

De este modo, para tener una visión armónica entre los principios constitucionales de respeto y defensa de la vida  consagrados en nuestra Constitución, y el reconocimiento de aquella como derecho y bien jurídico explicitado en nuestro Código Penal, vengo en proponer a este Honorable Senado el siguiente:
PROYECTO DE LEY

Artículo 1°.- Agréguese el siguiente inciso segundo al artículo 345 del Código Penal:

 “El aborto practicado por un médico con el consentimiento de la mujer, no será punible:

a) Si se ha realizado cuando exista un peligro para la vida de la madre o grave deterioro de su salud o el feto presente malformaciones incompatibles con la vida y se efectúe según lo dispuesto por el Código Sanitario; 

b) Si el embarazo proviene de una violación. 

Si se tratare de una menor o incapaz, será necesario  el consentimiento de consuno con su representante legal”.

Artículo 2.-
Agréguese al artículo 119 del actual Código Sanitario, el siguiente inciso segundo:

“Sólo con fines terapéuticos se podrá interrumpir un embarazo. Para proceder a esta intervención se requerirá la opinión documentada de tres médicos cirujanos especialistas en Gineco-Obstreticia.”

NELSON AVILA 
Senador de la República

� Los otros Estados son Haití, Honduras, El Salvador y República Dominicana.


� Véase http://www.forosalud.cl/forosalud/secciones/muestra.asp?query=categoria+%3D+%27Encuesta+muestra+que+mayor%EDa+de+mujeres+apoya+aborto9terap%E9utico%27.





